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TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

Bogotá, D.C., 09/06/2021 
 

EXPEDIENTE : 25000234200020130659300 

DEMANDANTE : HERNANDO TORRES CARREÑO 
DEMANDADO : UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTION PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCION – CAJA NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL EICE EN 
LIQUIDACION 

MAGISTRADA : Dra. AMPARO OVIEDO PINTO 
 
La suscrita OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIA, en uso 
de las facultades otorgadas en el Artículo 175, parágrafo 2 del 
C.P.A.C.A.; y vencido el término para contestar demanda, otorgado en el 
Artículo 199 del C.P.A.C.A, modificado por el Artículo 612 del C.G.P., 
procede a: 

 

Correr TRASLADO EXCEPCIONES, por el término de TRES (3) 
DIAS hábiles, de conformidad con el artículo 110 del C.G.P., este 

término empezará a correr a partir del día siguiente de esta fijación. 
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Señores: 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA  

M.P. Dra. AMPARO OVIEDO PINTO 

BOGOTÁ D. C.  

E.  S.  D. 

 

Ref.: ESCRITO DE EXCEPCIONES – CONTESTACION DEMANDA EJECUTIVA  

Proceso:  EJECUTIVO 

Demandante: HERNANDO TORRES CARREÑO 

Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP. 

Radicado: 25000234200020130659300 

 

Respetados señores:  

 

KARINA VENCE PELAEZ, abogada en ejercicio, vecina de Bogotá D.C., identificada con 

C.C. No 42.403.532, y portadora de la T.P. 81621 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando como apoderada especial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION 

SOCIAL - UGPP, de acuerdo al poder allegado en su oportunidad, mediante el presente 

documento, me pronuncio sobre la demanda ejecutiva de la referencia con el ESCRITO DE 

EXCEPCIONES, de la siguiente manera: 

 

1. EN CUANTO A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

COMEDIDAMENTE MANIFIESTO QUE ME OPONGO A TODAS LAS 

PRETENSIONES PLANTEADAS EN LA DEMANDA QUE NOS OCUPA POR SER 

CARENTES DE FUNDAMENTOS TANTO FÁCTICOS COMO LEGALES, RAZÓN 

POR LA QUE NIEGO TODA CAUSA O DERECHO EN QUE EL DEMANDANTE 

PRETENDE FUNDAMENTAR SUS IMPETRACIONES, SOLICITANDO EN 

CONSECUENCIA QUE SE ABSUELVA A MI MANDANTE DE LOS CARGOS 

IMPUTADOS EN ESE LIBELO Y SE CONDENE EN COSTAS A LA PARTE ACTORA. 

 

2. EN CUANTO A LOS HECHOS:  

 

2.1. EL PRIMERO:  Es cierto, en el entendido que el demandante le fue reconocida 

pensión de jubilación por parte de la CAJA NACIONAL DE PREVISIO 

SOCIAL, y teniendo en cuenta que el actor se encontró inconforme con la 

liquidación efectuada en su momento, instauró el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho referido.  

2.2. EL SEGUNDO, EL TERCERO, EL CUARTO: Son ciertos, tal como puede 

colegirse del trámite judicial adelantado por el señor HERNANDO TORRES, 

especialmente es un hecho que puedo corroborarse analizando las piezas 

procesales del mentado proceso judicial.  

2.3. EL QUINTO: Es cierto, que mediante Resolución 2935 del 19 de diciembre del 

2008, se dio cabal cumplimiento al fallo proferido por El Consejo de Estado – 

Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 2, Subsección B, acto 

administrativo de la cual reposa fiel facsímil en el expediente que nos ocupa y 

ante lo cual, comedidamente, solicito se tenga en cuenta su contenido literal.  

2.4. EL SEXTO: Es cierto, es un hecho que puede ser constatado mediante el análisis 

del historial FOPEP que maneja dicha entidad a nombre del señor HERNANDO 

TORRES, en el que se reflejan los pagos efectuados a su favor.  

2.5. EL SÉPTIMO: Es cierto;  no obstante lo anterior, en el presente caso, se pretende 

la ejecución de una sentencia en la cual ha transcurrido desde su ejecutoria 

(29/02/2008) hasta la fecha de su presentación (10/07/2017), más de5 años y 18 

meses, esto es, 6 años y 6 meses, razón por la cual existe una  imposibilidad de su 

cumplimiento por no contar el título base de ejecución con el atributo de 
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exigibilidad, habida cuenta de que por el trascurso del tiempo ha operado el 

fenómeno jurídico de la caducidad.  

2.6. EL OCTAVO: Es cierto, en lo que atañe al Decreto 2196 del 12 de junio de 2009, 

que ordenó la supresión y liquidación de la CAJA NACIONAL DE PREVISIO 

SOCIAL, no obstante lo anterior, no me consta que la solicitud de pago de 

condena se haya radicado en termino ante esta entidad en liquidación, y con el 

lleno de los requisitos legales.  

 

2.7. EL NOVENO, EL DÉCIMO: Es cierto, que la CAJA NACIONAL DE 

PREVISIO SOCIAL emitió la Resolución No. 893 del 26 de julio de 2011 y la 

Resolución No. 3114 del 07-03-2013 de las cuales comedidamente, solicito se 

tenga en cuenta su contenido literal.  

2.8. EL DÉCIMO PRIMERO, EL DÉCIMO SEGUNDO, EL DÉCIMO 

TERCERO: No es cierto, tal como lo plantea el comedido libelista, pues la 

UGPP no es la entidad competente para el reconocimiento de los intereses 

moratorios, costas y agencias en derecho y en general todo crédito cierto, en 

aquellos casos donde se evidencie que ha operado el fenómeno jurídico de la 

caducidad y/o prescripción y/o de aquellos casos donde el título base de ejecución 

haya cobrado ejecutoria antes del 24 de agosto de 2009 ysu beneficiario no 

hubiese presentado reclamación ante el proceso liquidatario de CAJANAL EICE 

o que habiéndose presentado, el fondo de origen emitió una decisión de fondo 

sobre su reclamación. 

2.9. EL DÉCIMO CUARTO: No es cierto, son afirmaciones que eleva el comedido 

libelista, para apoyar los argumentos esbozados en el escrito de demanda; no 

obstante, este hecho será desvirtuado una vez el juez analice conforme el principio 

de la sana critica el caudal probatorio debidamente decretado y recaudado y 

analizado las normas que para tal efecto son aplicables al caso concreto.  

 

Aunado a lo anterior, es preciso indicar que los actos administrativos emitidos por 

la extinta CAJANAL y posteriormente por laUGPP y que hacen parte integral del 

expediente administrativo relacionado al proceso de la referencia, fueron emitidos 

con total observancia de principios de buena fe, moralidad administrativa, 

publicidad, además de estar amparados bajo la presunción de legalidad.   

3. EXCEPCIONES DE MERITO:  

 

3.1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION EN CABEZA DE LA UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 

UGPP. 

 

Para el desarrollo de la presente excepción comedidamente traigo a colación las siguientes 

consideraciones:  

 

LA CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL -CAJANAL E.I.C.E EN 

LIQUIDACIÓN, fue creada mediante la ley 6° de 1945, como un establecimiento público, 

con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, posteriormente por 

mandato de Ley 490 de 1998, se transforma en empresa industrial y comercial del estado, 

descentralizada de la rama ejecutiva del orden nacional y vinculada al ministerio de la 

protección social. 

 

A partir del año de 1994, en virtud del Decreto 1132 de la misma anualidad el FONDO DE 

PENSIONES PUBLICAS – FOPEP, sustituyó A LA CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN 

SOCIAL, en lo relacionado con el pago de las pensiones reconocidas y por reconocer, es 

decir, desde entonces es el ente encargado de pago de las pensiones reconocidas por la 

mencionada CAJA DE PREVISIÓN. 
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Mediante Decreto No. 2196 del 12 de junio de 2009, el Gobierno Nacional dispuso, entre 

otras medidas, la disolución y liquidación de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN 

SOCIAL-CAJANAL E.I.C.E EN LIQUIDACIÓN.  

 

Como consecuencia de lo anterior, CAJANAL E.I.C.E en liquidación, continúo con la 

administración de la nómina de pensionados, hasta cuando estas funciones fueron asumidas 

por LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.  

 

Ahora bien, en virtud del Decreto 877 del 30 de abril de 2013, LA UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARA FISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, asumió las funciones de la 

EXTINA CAJANAL EICE, en los términos del numeral 27 del artículo 6 del Decreto 5021 

de 2009. 

 

Así las cosas, es necesario advertir que por tratarse la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARA FISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL, de un simple administrador de la nómina de pensionados, no 

es la Entidad responsable de efectuar el pago demandado toda vez que no cuenta con los 

recursos necesarios para el efecto, pues éstos deben someterse a un trámite interno que 

comprende la proyección de un cálculo actuarial que debe ser sometido a la aprobación del 

Ministerio de Hacienda y cuyos recursos a su vez, deben ser transferidos al FONDO DE 

PENSIONES PUBLICAS DEL NIVEL NACIONAL – FOPEP, encargado de asumir el pago 

del pasivo pensional de la EXTINTA CAJA NACIONEL DE PREVISIÓN SOCIAL, tal 

como lo dispone el artículo 2º del Decreto 1132, que dispone:  

“ARTICULO 2o. FUNCIONES. El Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional 

tendrá las siguientes funciones: 

1.- Sustituir a la Caja de Previsión Social, Cajanal, en lo relacionado con el pago de 

las pensiones de vejez o jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, 

reconocidas por Cajanal al momento de asumir el Fondo su pago. 

2.- Sustituir a la Caja nacional de Previsión Social, en lo relacionado con el pago de 

pensiones por reconocer, es decir, aquellas en las cuales se han reunido los requisitos 

para obtener el derecho, se ha presentado la solicitud de reconocimiento pero aún no 

se ha decidido sobre la misma. 

3.- Sustituir a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el pago de 

pensiones de aquellas personas que han cumplido con el tiempo de servicio pero no 

han llegado a la edad señalada para adquirir el derecho a la pensión, siempre y 

cuando no se encuentren afiliados a ninguna administradora del régimen de 

pensiones de cualquier orden. 

4.- Sustituir a los demás fondos, cajas y entidades de previsión insolventes del orden 

nacional, que el Gobierno nacional determine y para los mismos efectos señalados 

en los numerales 1, 2, y 3 del presente artículo. 

5.- Sustituir a los ministerios, departamentos administrativos y establecimientos 

públicos que tengan a su cargo el pago directo de pensiones legales, con aportes de 

la Nación. 

6.- tomar las medidas necesarias para que se dé cabal cumplimiento a los siguientes 

compromisos: 

i). El reajuste anual contenido en el Decreto 2108 de 1992, y 

ii). La mesada pensional adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993. 
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7.- Llevar los registros contables y estadísticos necesarios, garantizar un estricto 

control del uso de los recursos y constituir una base de datos del personal afiliado, 

con el fin de cumplir todas las obligaciones que en materia pensional deba atender el 

Fondo. 

8.- Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que le 

correspondan. 

9.- Velar para que las entidades sustituidas en el pago de pensiones cumplan 

oportunamente con las transferencias de las sumas correspondientes a cada entidad 

por concepto de los pasivos pensionales. 

10.- Velar porque se actualicen periódicamente las cuantías de los pasivos del Fondo 

de Pensiones Públicas.” 

En ese orden de ideas, y atendiendo que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL UGPP es un simple administrador de nómina, la orden de pago objeto de debate 

debe ser notificada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, encargado de efectuar la 

aprobación del cálculo actuarial correspondiente, y al  FOPEP encargado de recibir los 

recursos con los que debe efectuarse tal pago. 

 

3.2. CADUCIDAD:  

 

- Fecha de ejecutoria fallo ordinario: 29/02/2008 

- Finalización termino 18 meses (Art. 177 C.C.A.): 29-08-2009 

- Finalización termino (5 años No. 11 art. 136 C.C.A): 28-08-2014   

- Fecha presentación demanda ejecutiva: 10/07/2017 

 

El artículo:136 del C.C.A estableció:  

 

“La acción ejecutiva  derivada  de decisiones  judiciales  proferidas  por esta 

jurisdicción,  caducara  al cabo de cinco (5) años  contados a partir  de la exigibilidad  

del respectivo derecho.”   

 

3.2.1. TERMINO DE EXIGIBILIDAD A LA ADMINISTRACION DE LAS 

SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA JURISDICCION DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

 

El artículo 177 del CCA estableció:  

 

“(…) Tales  condenas, además, serán ejecutables  ante la justicia ordinaria dieciocho 

(18) meses  después de la ejecutoria (…)”  

  

En ese orden de ideas, para el caso en concreto operó el fenómeno de la Caducidad de 

la acción por el paso del tiempo, como quiera que el actor dejó transcurrir los plazos 

fijados por la ley en forma objetiva, por lo que el derecho fenece, pero no porque no 

hubiese existido sino porque caduco el tiempo para hacerlo exigible,   esto es 6 años y 6 

meses a partir de la ejecutoria de la providencia judicial.   

 

3.3. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA PARA EL PAGO DE 

INTERESES MORATORIOS:  

  

La UGPP no será competente  para el reconocimiento de los intereses moratorios,  costas  y 

agencias en derecho y en general todo  crédito cierto,  en aquellos  casos donde  se 

evidencie  que ha operado el fenómeno jurídico de la caducidad y/o prescripción y/o de 

aquellos casos  donde el título base de ejecución  haya cobrado ejecutoria  antes del 24 de 

agosto de 2009 y  su beneficiario  no hubiese presentado  reclamación ante  el proceso 
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liquidatario  de CAJANAL EICE o que habiéndose presentado, el fondo de origen emitió una 

decisión de fondo sobre su reclamación,  y finalmente aquellos casos donde CAJANAL  pago 

dichos créditos , pues todas las personas  que tuvieren derecho o se considerara 

acreedor  de  la misma,  debían presentar  reclamación ante el proceso liquidatario de 

conformidad con lo dispuesto en el decreto 2196 de 2009,  artículo 23 del Decreto Ley 254 

de 200 modificado  por el artículo 12 de la Ley 11005 de 2006  . 

 

Revisados los tiempos en los cuales se pretende el pago de los intereses moratorios, se 

evidencia que parte de ellos trascurren en el periodo liquidatario de CAJANAL (12-06-2009 

11-06-2013), por lo anterior, es preciso mencionar al Despacho: 

 

El código civil en el artículo 1616 establece los casos en los que la mora del deudor no genera 

indemnización a favor del acreedor, a saber: 

 

“ARTICULO 1616. RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR EN LA CAUSACION DE 

PERJUICIOS. Si no se puede imputar dolo al deudor, solo es responsable de los 

perjuicios que se previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay 

dolo, es responsable de todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o 

directa de no haberse cumplido la obligación o de haberse demorado su 

cumplimiento. 

La mora producida por fuerza mayor o caso fortuito, no da lugar a indemnización 

de perjuicios. 

Las estipulaciones de los contratantes podrán modificar estas reglas.” (subraya y 

negrita propias) 

 

En concordancia con lo anterior, en el artículo 64 del mismo cuerpo normativo se establece 

la definición de fuerza mayor y caso fortuito así; 

 

ARTICULO  64. FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO Se llama fuerza mayor o 

caso fortuito el imprevisto o que no es posible resistir, como un naufragio, un 

terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un 

funcionario público, etc. (subraya y negrita propias) 

 

De lo anterior, se colige entonces que un proceso concursal como la liquidación de 

CAJANAL EICE, decretado por un acto de autoridad ejercido por el Presidente de la 

República, necesariamente configura un evento de fuerza mayor, estipulado como una de las 

causales que no generan indemnización de perjuicios por la mora en el pago de las 

obligaciones a cargo de la liquidada. 

 

El Consejo de Estado1, ha sido claro al establecer que una vez iniciado el proceso de 

liquidación, no resulta aplicable el reconocimiento de intereses moratorios analizando 

específicamente aspectos de prestaciones sociales, a saber:  

 

“No obstante lo anterior, la Sala estima que los intereses moratorios no se generan 

en tratándose de entidades que se encuentran en proceso de liquidación obligatoria, 

por las razones que se exponen a continuación: Como es bien sabido, ese tipo de 

procedimientos busca garantizar en forma ordenada el cumplimiento de las 

obligaciones insolutas a cargo de la entidad a liquidar, para lo cual se acude a la 

enajenación de sus bienes y a la realización de sus activos. En ese orden de ideas, 

el proceso liquidatorio empieza con la expedición del acto que dispone la apertura 

del proceso de liquidación y el emplazamiento de quienes por su condición de 

acreedores crean tener derecho a comparecer en el proceso para hacer valer sus 

acreencias. Paralelamente, se procede a la elaboración del inventario de activos 

existentes.  
 

Una vez los acreedores se han hecho presentes en el proceso liquidatorio allegando 

al mismo la prueba sumaria de sus acreencias, se realiza la calificación y 

graduación de las mismas, lo cual bien puede conducir a su reconocimiento o a su 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sentencia 2005-00350 del 22 de Julio de 2010. 
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rechazo. En este contexto, la providencia a través de la cual se realiza la graduación 

y calificación de los créditos, es el acto que viene a precisar las obligaciones a 

satisfacer, de acuerdo con la prelación de créditos establecida por el ordenamiento 

jurídico.  

 

En la práctica, la iniciación de los procedimientos de liquidación obligatoria, 

produce, como ya se mencionó, la cesación inmediata de todas las operaciones 

relacionadas con la ejecución del objeto social, lo cual obedece a la necesidad de 

realizar un corte de cuentas a partir del cual se desarrolla todo el procedimiento. 

La cesación de actividades en mención debe venir aparejada con la congelación de 

las respectivas acreencias y la no generación de intereses corrientes ni moratorios 

a partir de ese momento, pues de no ser ello así resultaría imposible determinar y 

precisar el monto cierto de los pasivos a cubrir con el producto de los activos que 

forman parte de la masa de la liquidación. 
 

Según el criterio expresado por el recurrente, la no generación de intereses se 

explica por cuanto los actos de autoridad ejercidos por funcionarios públicos, 

mediante los cuales se ordena la liquidación obligatoria, se erigen en una fuerza 

mayor, en hechos imprevistos a los cuales no es posible resistir, en cuanto 

determinan la imposibilidad de cumplir con el pago de las acreencias a cargo de la 

deudora, pues la satisfacción de estas solo puede adelantarse agotando los trámites 

previstos para el proceso de liquidación, situación que, según su criterio, encuadra 

en lo dispuesto por el artículo 1616 inciso segundo del Código Civil, en donde se 

prescribe de manera categórica que “la mora producida por fuerza mayor o caso 

fortuito, no da lugar a indemnización de perjuicios”. No obstante lo anterior, la Sala 

considera que la no generación de intereses corrientes y moratorios no obedece 

propiamente a que la orden de adelantar el proceso de liquidación constituya en sí 

misma una causa de fuerza mayor, sino a que la normativa examinada así lo 

impone en aras de poder asegurar la satisfacción efectiva de las acreencias 

existentes a la fecha en que se ordene la liquidación. 

 

(…) 

 

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia2, ha establecido que las normas propias de los 

procesos concursales son materia ius cogens, y por tanto, su aplicación resulta ser restrictiva 

y sin flexibilidad de interpretación ni aplicación, al establecer lo siguiente: 

 

“2- El derecho imperativo de la Nación se remite al orden público, comprende 

principios fundamentales del ordenamiento jurídico inferidos de las normas 

imperativas. Las reglas legales, según una antigua clasificación, son supletorias, 

dispositivas o imperativas. En la primera categoría están las que rigen en defecto de 

específica previsión de las partes, en ausencia de estipulación alguna y, por ello, 

suplen el silencio de los sujetos, integrando el contenido del acto dispositivo sin pacto 

expreso ninguno. El segundo tipo obedece a la posibilidad reconocida por el 

ordenamiento jurídico para disponer, variar, alterar o descartar la aplicación de una 

norma. Trátase de preceptos susceptibles de exclusión o modificación en desarrollo 

de la autonomía privada, libertad contractual o de contratación. Son imperativas 

aquellas cuya aplicación es obligatoria y se impone a las partes sin admitir pacto 

contrario. Por lo común estas normas regulan materias de vital importancia. De 

suyo esta categoría atañe a materias del ius cogens, orden público social, económico 

o político, moralidad, ética colectiva o buenas costumbres, restringen o cercenan la 

libertad en atención a la importancia de la materia e intereses regulados, son 

taxativas, de aplicación e interpretación restrictiva y excluyen analogía legis o iuris. 

Dicha nomenclatura, se remite en cierta medida a los elementos del negocio jurídico, 

o sea, lo de su estructura existencial (esentialia negotia), o perteneciente por ley, uso, 

costumbre o equidad sin necesidad de estipulación a propósito (naturalia negotia) y 

lo estipulado expressis verbis en concreto (accidentalia negotia), que ‘se expresa en 

los contratos’ (artículo 1603 C.C.) o ‘pactado expresamente en ellos’ (art. 861 

                                                           
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Referencia: 41001-3103-003-1999-00477-01, del 08 de Julio de 2013. 
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C.Co.), y debe confrontarse con la disciplina jurídica del acto y las normas legales 

cogentes, dispositivas o supletorias, a punto que la contrariedad del ius cogens, el 

derecho imperativo y el orden público, entraña la invalidez absoluta” (Sent. Cas. Civ. 

de 6 de marzo de 2012, exp. 00026), o, tratándose de las acciones pauliana y 

revocatoria, la inoponibilidad.  

 

3- En igual sentido, debe precisarse que, por su naturaleza, las normas aplicables 

a los procesos de reorganización y liquidaciones judiciales –Ley 1116 de 2006-, 

tomas de posesión y liquidaciones forzosas –Decreto 663 de 1993-, y en general, a 

los regímenes especiales de recuperación, liquidación o intervención estatal para 

administrar o liquidar los negocios del deudor fallido, contienen preceptos 

imperativos inmodificables por las partes. 

 

Ciertamente, el derecho concursal –al que pertenecen los concursos y <para 

concursos> antes mencionados-, como disciplina autónoma y unitaria que regula de 

manera transversal la crisis patrimonial de los sujetos, es un complejo compendio 

normativo compuesto por disposiciones de linaje sustancial y procesal, de derecho 

público y privado, administrativo, fiscal, civil y mercantil –inter alia-, que no solo 

conduce, en virtud de su especialidad, a la inaplicación del derecho común, sino 

que constituye parte esencial del ius cogens, derecho imperativo de la Nación u 

orden público.” 

 

Así las cosas, resulta jurídicamente realizar una interpretación extensiva del decreto ley 254 

de 20003 que permita reconocer el pago de intereses moratorios causados en el curso de un 

proceso liquidatorio como el de CAJANAL EICE. 

 

En concordancia con lo anterior, el Decreto 2555 de 2010, reglamentario del Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero, aplicable a la liquidación de CAJANAL EICE por efecto 

de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1 del Decreto 254 de 2000, señala que la 

falta de pago oportuno de las obligaciones de la entidad liquidada se compensa únicamente 

con el pago de lo correspondiente a la desvalorización monetaria de los créditos. Así, el 

artículo 9.1.3.2.8 del Decreto 2555 de 2010 señala: 

 

“ARTÍCULO  9.1.3.2.8 Pérdida del poder adquisitivo. Con el fin de compensar la 

pérdida de poder adquisitivo sufrida por la falta de pago oportuno, una vez atendidas 

las obligaciones excluidas de la masa y a cargo de ella, así como el pasivo cierto no 

reclamado, si hay lugar a él, si quedare un remanente se reconocerá y pagará 

desvalorización monetaria a los titulares de los créditos que sean atendidos por la 

liquidación, cualquiera sea la naturaleza, prelación o calificación de los mismos, con 

excepción de los créditos que correspondan a gastos de administración. La cuantía 

por este concepto y su exigibilidad se determinará según las reglas dispuestas en el 

artículo 9.1.3.5.8 del presente decreto. (…)” 

 

Corolario de lo anterior, el Artículo  9.1.3.5.8 del Decreto 2555 de 2010 dispone: 

“ARTÍCULO  9.1.3.5.8 Reglas para determinar y pagar la compensación por la 

pérdida de poder adquisitivo. Si después de cancelados los créditos a cargo del 

pasivo cierto no reclamado subsistieren recursos, de conformidad con lo establecido 

en el numeral 17 del artículo 291 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 

modificado por el 24 de la Ley 510 de 1999, se procederá a cancelar la compensación 

por la pérdida de poder adquisitivo sufrida por los titulares de los créditos atendidos 

en la liquidación debido a la falta de pago oportuno cualquiera sea la naturaleza, 

prelación o calificación de los mismos, con excepción de los créditos que conforme 

al presente decreto correspondan a gastos de administración”. (Subrayas fuera del 

original) 

Las normas transcritas demuestran que, al prever el retraso en el pago de las obligaciones de 

una entidad en Liquidación, la respuesta del Legislador fue el pago de desvalorización 

                                                           
3 Modificado por la ley 1105 de 2006 y la ley 1753 de 2015. 
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monetaria pues en ningún evento procede el pago de intereses moratorios en el curso del 

proceso liquidatario. 

Así las cosas, de conformidad con el régimen de liquidación de entidades públicas, en el 

curso de la liquidación de CAJANAL EICE no se podrían haber causado intereses 

moratorios, así como tampoco se contabilizara el tiempo de CADUCIDAD para los 

pensionados, en consecuencia dichos periodos afectan a ambas partes, y para el caso en 

particular no habría lugar a reconocerse los periodos reclamados. 

 

3.4. BUENA FE 
 

La buena fe indica que cada cual debe celebrar sus negocios, cumplir sus obligaciones y 

ejercer sus derechos, mediante el empleo de una conducta de fidelidad, o sea con la lealtad y 

la sinceridad que deben imperar en una comunidad de hombres dotados de criterio honesto y 

razonable.  

 

La buena de se desdobla en dos aspectos: Primeramente cada persona debe usar para con 

aquel con quien establece una relación jurídica, una conducta sincera, vale decir, ajustada a 

las exigencias del decoro social, y en segundo término, cada persona tiene derecho a esperar 

de la otra esa misma lealtad o fidelidad.  

 

En el primer caso se trata de una buena fe activa, y en el segundo, de una buena fe pasiva 

(confianza).  

 

La buena fe hace relación con una conciencia recta, sincera, es decir, con un sentimiento de 

honradez, sin embargo es un sentimiento que tiene la virtud de objetivizarse, de darse a 

conocer mediante ciertos comportamientos preestablecidos en una agrupación de hombres.  

 

Obrar de buena fe indica que la persona se conforma con la manera corriente de las acciones 

de quienes obran honestamente, esto es, con un determinado estándar de usos sociales y 

buenas costumbres.  

 

Por lo tanto, los usos sociales y las buenas costumbres que imperan en la sociedad, son las 

piedras de toque que sirven para apreciar en cada caso la buena fe, su alcance y la ausencia 

de ella.  

 

La buena fe se refiere a la ausencia de obras fraudulentas, de engaño, reserva mental, astucia 

o viveza, en fin, de una conducta lesiva de aquel obrar de las personas que actúan en sus 

negocios “con espíritu de justicia y equidad” o del proceder razonable del “comerciante 

honesto y cumplidor”4 

 

Conducta que ha sido recogida y esta consagrada en nuestra Constitución Política al señalar 

que “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 

postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquéllos adelanten 

ante éstas.”5 

 

Mi mandante en todas sus actuaciones siempre obra de buena fe y de manera honesta, en 

desarrollo de su actividad empresarial, ante el Estado y los particulares dentro del estricto 

orden jurídico y el estándar de usos sociales y buenas costumbres.  

 

3.5. INNOMINADAS 

 

Las demás que el Juzgado encuentre probadas y en consecuencia deba declararlas de oficio. 

 

4. RESPECTO DE LAS COSTAS PROCESALES Y AGENCIAS EN DERECHO:  

                                                           
4 Derecho Civil Parte General y Personas. Arturo Valencia Zea – Álvaro Ortiz M. Décimo Tercera Edición 

Pág. 170 
5 Artículo 83 Constitución Política  
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Las costas procesales son las erogaciones económicas en que incurre una parte a lo largo del 

proceso en aras de sacar avante la posición que detenta en el juicio. El Consejo de Estado en 

su sección segunda considera que las costas procesales se representan en los gastos 

ordinarios, las cauciones, el pago de los honorarios a los peritos, los gastos de publicaciones, 

los viáticos, entre otros, y encuadran en lo que se denomina expensas. Así mismo, 

comprenden en esta noción los honorarios del abogado, que en el aspecto jurídico son las 

agencias en derecho.  

 

Además, el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011 entrega al Juez la facultad de disponer 

sobre su condena, lo cual resulta del análisis de los diversos aspectos dentro de la 

actuación procesal. 

 

Así mismo, no se desconoce el pronunciamiento del Consejo de Estado de fecha 7 de abril 

de 20166, en el que se acoge el criterio objetivo valorativo respecto a la causación de las 

costas, no obstante, como quiera que no se trata de un pronunciamiento unificado de la 

Sección Segunda, se considera que debe continuarse aplicando la tesis de la Subsección A  

del Consejo de Estado que indica: “…la Ley 1437 de 2011 no impone la condena de manera 

automática frente a aquél que resulte vencido en el litigio, pues debe entenderse que ella es 

el resultado de observar una serie de factores tales como la temeridad, la mala fe y la 

existencia de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la 

actuación, en donde el Juez pondera tales circunstancias y se pronuncia sobre la procedencia 

de imposición con una decisión sustentada”7. 

 

Dichos aspectos que conducen a una condena en costas, esto es la conducta de las partes, 

deben estar causadas y comprobadas, siendo consonantes con el artículo 365 del Código 

General del Proceso, descartándose así una apreciación objetiva que simplemente refiera 

quien resulte vencido para que le sean impuestas, consideración que mantuvo el ad-quo 

al imponerla, puesto que dentro del procedimiento no se advierte temeridad o mala 

conducta por parte de mí representada en los términos previstos del Art. 798 del C.G.P, 

no hay lugar a que en tal caso se imponga dicha condena. Lo anterior, se reitera en el 

art. 280 del C.G.P. que establece que en la sentencia “El juez siempre deberá calificar 

la conducta procesal de las partes y, de ser el caso, deducir indicios de ella”. 

 

Sumado a lo anterior, se recuerda, que al condenar en costas, se violenta el principio de 

sostenibilidad financiera de la seguridad social en pensiones, por ser de interés público, 

expresamente el Consejo de Estado, Sección Segunda, en Sentencia 

25000234200020130644901 (39892015) del 1 de marzo de 2018, indicó: 

 

“Cuando se trata de procesos donde se ventila un interés público no hay lugar a la 

imposición de esta erogación y, por último, explicó que el trámite de liquidación lo deberá 

realizar el secretario del despacho para posterior aprobación por el juez…” 

 

5. PRUEBAS 

 

5.1. DOCUMENTALES  

 

3.1.1. Expediente Administrativo en formato digital.  

 

                                                           
6 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “A” Consejero Ponente: William 
Hernández Gómez. Bogotá D.C., siete (7) de abril de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 13001-23- 33-000- 2013-00022- 01. Número Interno: 
1291-2014. 
7 Consejo de Estado. Expediente 47001233300020120001301 (1755-2013) C.P. Dra. Sandra Lissette Ibarra Vélez. 
 
8 “Se presume que ha existido temeridad o mala fe en los siguientes casos: 
 
1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, recurso, oposición o incidente, o a sabiendas se 
aleguen hechos contrarios a la realidad. 
2. Cuando se aduzcan calidades inexistentes. 
3. Cuando se utilice el proceso, incidente o recurso para fines claramente ilegales o con propósitos dolosos o fraudulentos. 
4. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas. 
5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal y expedito del proceso. 
6. Cuando se hagan transcripciones o citas deliberadamente inexactas”. 
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4. NOTIFICACIONES: 

 

La Entidad que represento tiene su domicilio en la ciudad de Bogotá y allí recibirá 

notificaciones en la Av. Carrera 68 No. 13 - 37 Bogotá D.C., Correo electrónico 

notificacionesjudicalesugpp@ugpp.gov.co. 

Las personales las recibiré en la secretaria de su Despacho, en mi oficina ubicada en Calle 

93B # 11a-44 Edificio Parque 93-Oficina 404 de Bogotá D.C. / Tel.: 9372013 Cel. 

3172577654 / E-mail: info@vencesalamanca.co; kvence@ugpp.gov.co.   

Cordialmente, 

 

 

 

 
 

KARINA VENCE PELAEZ 
C.C. 42.403.532 de San Diego. 

T.P. 81621 del C.S. de la Judicatura. 
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